Acción de tutela de 1ra instancia

Radicación: 6600122040002021-00043-00

Accionante: Carlos Mario Rojas Acevedo

Accionado: Fiscalía 1° Seccional de Pereira

Tema: Pago de parqueadero de vehículos retenidos en accidentes de tránsito

Decisión: Concede


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / INMOVILIZACIÓN VEHÍCULO INVOLUCRADO EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO / EL COSTO DEL PARQUEADERO DEBE ASUMIRLO LA FISCALÍA GENERAL O LA AUTORIDAD JUDICIAL INSTRUCTORA DEL RESPECTIVO PROCESO.
… la posibilidad de mantener en vigencia o perpetuar la inmovilización de un vehículo involucrado en un siniestro de tránsito con lesionados o víctimas mortales, es en últimas una facultad de la cual goza la Fiscalía General de la Nación, representada en una medida cautelar para garantizar a futuro el resarcimiento del afectado con el suceso, no resulta pues de la voluntad del investigado ni mucho menos de la víctima, ya que tampoco se les confiere a estos la potestad de tomar una decisión distinta en lo que a ello respecta, de manera que en ningún momento llega a configurarse algún tipo de un contrato mediante el cual las partes involucradas se obliguen al pago de algún emolumento relacionado con la inmovilización, pago de grúas o parqueaderos…
Ley 769 de 2002… indica en su artículo 125 que: 

“La inmovilización en los casos a que se refiere este código, consiste en suspender temporalmente la circulación del vehículo por las vías públicas o privadas abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será conducido a parqueaderos autorizados que determine la autoridad competente…”

Pero, la regulación de esa disposición está consagrada más adelante en el artículo 128, modificado por la Ley 1730 de 2014, que expone de forma clara en su inciso 9º que: 

“El anterior procedimiento no será aplicado a los vehículos que hayan sido inmovilizados por orden judicial, los cuales seguirán el procedimiento señalado por la ley, caso en el cual la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero.” (…)

la H. Corte Constitucional ya se ha pronunciado frente a este tema, y ha enseñado a través de su jurisprudencia que los gastos por concepto del servicio de patios y de grúa generados por la inmovilización de un vehículo en los eventos de los que venimos hablando, corresponden durante toda la actuación a la respectiva autoridad judicial…
En el mismo sentido lo expresó la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en sede de tutela, en Sentencia STP11138-2015 del 20 de agosto de 2015, sosteniendo la posición consistente en que no debe ser el investigado (o la víctima) quien asuma el pago de ese tipo de servicios…
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor CARLOS MARIO ROJAS ACEVEDO en contra de la FISCALÍA 1° SECCIONAL DE PEREIRA y otros. 

ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Narró el accionante que: 

· El día 10 de junio de 2020 su hijo Carlos Mario Rojas Loaiza, quien conducía una motocicleta identificada con placas ARF-21F, resultó involucrado en un accidente de tránsito en zona urbana de la ciudad de Pereira, y como quiera que en esa ocasión hubo personas lesionadas, los agentes de tránsito correspondientes ordenaron la inmovilización de los vehículos implicados.  

· Desde ese día, el rodante de su propiedad estuvo a disposición de la Fiscalía 10 Local de Pereira, la cual asumió el conocimiento de la investigación por la noticia criminal que daba cuenta de unas lesiones personales, sin embargo, Carlos Mario Rojas Loaiza perdió la vida en el centro de salud donde estaba siendo atendido, y por ende, el proceso fue reasignado a la Fiscalía 1° Seccional de Pereira, ahora por homicidio culposo. 
· El 3 de agosto de 2020, el accionante, en calidad de propietario de la moto y víctima indirecta, como padre de Carlos Mario Rojas Acevedo, presentó ante la Fiscalía una solicitud de entrega de vehículo, a lo que esa oficina accedió, pero en la orden de retiro no estipuló la correspondiente exoneración de los gastos de parqueadero.

· Así las cosas, el 21 de agosto de 2020, por intermedio de apoderada adscrita al Consultorio Jurídico de la Universidad Libre de Pereira, radicó una petición ante la Fiscalía para que corrigieran el Oficio Nro. 193 del 5 de agosto de 2020, dirigido al instituto Municipal de Tránsito de Pereira para la entrega definitiva del velocípedo, incluyendo en ese documento la claridad de la entrega incondicional y/o con exoneración del servicio de parqueadero y grúa; pero mediante Oficio Nro. 0210 del 25 de agosto de 2020, la Fiscalía 1° Seccional de Pereira, respondió negativamente dicha petición. 

· Seguidamente, su representante judicial decidió acudir a instancias de un Juez Penal Municipal, con funciones de Control de Garantías, en procura que se accedieran a sus pretensiones por esa vía. El asunto se le asignó al Despacho 3° de Pereira, el cual, decidió en una vista pública celebrada el 30 de noviembre de 2020, conceder la entrega de vehículo con la exoneración de los gastos de parqueadero y grúa, pero al ser apelada esa decisión por parte del Ente Acusador, el Juzgado 4° Penal del Circuito de Pereira revocó la decisión de primera instancia, porque en criterio de ese Despacho, los jueces con funciones de control de garantías no tienen competencia para resolver ese tipo de asuntos. 
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, el accionante solicitó el amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad y debido proceso, y como consecuencia de ello se ordene a la Fiscalía 1° Seccional de Pereira que emita una nueva orden de entrega definitiva de su motocicleta en la que se le exonere del pago de los servicios de parqueadero y grúa.
ANTECEDENTES PROCESALES:

· Admisión, conformación del contradictorio y práctica de pruebas: 

El Despacho sustanciador admitió la acción mediante auto del 11 de marzo de 2021, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Fiscalía 1° Seccional de Pereira para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Además, se ordenó la vinculación oficiosa del Parqueadero Grúas del Café de Pereira, Juzgado 4° Penal del Circuito de Pereira, Juzgado 3° Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de Pereira y la Oficina de Tránsito y Transporte de Pereira.
Más adelante, mediante auto del 17 de marzo de 2021, se ordenó requerir al titular de la Fiscalía 1° Seccional de Pereira para que puntualmente informará si a partir de la fecha en la que se le asignó el conocimiento de la acción penal derivada del accidente de tránsito por el cual fue inmovilizado el vehículo del señor Rojas Acevedo, ese Ente Acusador dirigió algún oficio a las autoridades de tránsito o al parqueadero privado para que el rodante fuera trasladado a los patios de la Fiscalía. También se ordenó requerir a la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Pereira, para que de manera clara y detallada explicara las razones por las cuales un vehículo que fue puesto a disposición de la Fiscalía General de la Nación, por estar involucrado en un accidente de tránsito, fue a parar a las instalaciones de un parqueadero de naturaleza PRIVADA y no a las del Organismo de Tránsito, o en su defecto a los Patios de la Fiscalía, como se supone que debería ocurrir. También se le pidió que informará qué gestiones adelantó para tomar la decisión, que se supone de última ratio, de llevar el rodante al aludido parqueadero, si es que en los patios de la Fiscalía no lo recibieron, y si es que no había espacio en los patios Oficiales de la ciudad, de lo cual se deberá allegar constancia. Finalmente, se le pidió al accionante que informara cuáles fueron los motivos que incidieron para su tardanza en la radicación de la respectiva solicitud de entrega de su vehículo.
Después, en auto del 18 de marzo de 2021, se vinculó oficiosamente a la Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero de la Fiscalía General de la Nación. Además, se ofició a la Fiscalía 10 Local de Pereira, para que indicara si a partir del día 10 de junio de 2020, fecha en la que se le asignó el conocimiento de la acción penal derivada del accidente de tránsito por el cual fue inmovilizado el vehículo del señor Rojas Acevedo, ese Ente Acusador dirigió algún oficio a las autoridades de tránsito o al parqueadero privado para que el rodante fuera trasladado a los patios de la Fiscalía.

· Intervenciones: 
1. La Dra. Mabel Yolanda Garzón Calpa, titular del Juzgado 3° Penal Municipal con funciones de Control de Garantías, refirió que a ese Despacho le correspondió conocer de una audiencia de solicitud de entrega de vehículo deprecado por la apoderada de víctimas, y que en la vista pública respectiva resolvió ordenar “la entrega inmediata del vehículo de PLACAS ARF-21F, MODELO 2020, clase de vehículo MOTOCICLETA, MARCA BAJAJ, LINEA PULSAR, COLOR NEGRO, al señor CARLOS MARIO ROJAS ACEVEDO, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.000.604.163; sin pagar el tiempo que ha estado retenida la motocicleta; siendo la Fiscalía quien deba asumir dichos dineros”. Sin embargo, el 24 de febrero de 2021, el Juzgado 4° Penal del Circuito de Pereira revocó esa decisión, al fungir como Ad Quem. En suma, expresó que nunca vulneró los derechos fundamentales reclamados por el accionante. 

2.  La señora Jueza 4° Penal del Circuito de Pereira, Dra. Luz Mery Henao Salgado, presentó escrito donde argumentó que en su Despacho se conoció en segunda instancia un asunto relacionado con una solicitud de entrega de vehículo dentro del proceso radicado bajo el Nro. 660016000058202000367 que se sigue en contra del señor José Libardo Montoya Giraldo, y que en el mismo, decidió mediante auto del 24 de febrero de 2021 revocar la decisión tomada por el Juzgado de Control de Garantías de la ciudad de Pereira, en cuanto ordenó a la Fiscalía asumir el costo del pago del parqueadero del vehículo de placas ARF 21F, por lo que se dejó en firme la decisión que había sido tomada por la Fiscalía de disponer la entrega definitiva del referido vehículo al señor Carlos Mario Rojas Acevedo. Además, aclaró que en esa oportunidad se le recomendó a la parte interesada acudir a las vías que considerara pertinentes, que no es el proceso penal, para obtener o discutir su pretensión de exoneración de pago de parqueadero.
3.  El Dr. Alonso Márquez Abril, Fiscal 1° Seccional de Pereira, argumentó que en su Despacho se adelanta la investigación de radicado Nro. 660016000058202000367 por el delito de homicidio culposo, por hechos acaecidos el 10 de junio de 2020, dentro de la cual los funcionarios del Instituto de Movilidad de Pereira realizaron actos urgentes, entre los que se incluía la inmovilización de la motocicleta de propiedad del ahora accionante, la que era conducida por su hijo. 
Explicó que la restitución del bien a la víctima, a la luz de lo consagrado en el artículo 99 del Estatuto de Procedimiento Penal, solo es posible efectuarse por solicitud de la parte interesada, por lo que resultaba inviable ordenar la entrega del rodante a una persona indeterminada, máxime cuando en ese tipo de situaciones es necesario, previo a ordenar la entrega, que quien eleva una petición en tal sentido acredite al menos sumariamente que es su propietario o tenedor. 

En el caso bajo estudio, según sostuvo, el libelista elevó solicitud de entrega del rodante el 3 de agosto de 2020, y el día 5 del mismo mes y año se ordenó la restitución de la motocicleta, pero resaltó que el tiempo que transcurrió entre la inmovilización de la moto y la fecha en que se peticionó su entrega corren por cuenta de la mora o negligencia en que el interesado incurrió para presentar a tiempo su petición. 
Por otro lado, agregó que ya le ha explicado a la víctima y su apoderada que él no es ordenador de gasto pues esa atribución le corresponde a la Subdirección Regional de Apoyo al Eje Cafetero de la Fiscalía, oficina a la que el accionante debería dirigir sus pretensiones.  
Finalmente, expuso que los derechos reclamados por el accionante son meramente económicos y no tienen connotación de fundamentales. 

Pidió que se declare la improcedencia de la presente acción, o, subsidiariamente, en caso de prosperar los pedimentos del accionante, se vincule a la Subdirección Regional de Apoyo al Eje Cafetero de la Fiscalía General de la Nación. 

Como respuesta al requerimiento que se le hiciera mediante auto del 17 de marzo de 2021, dijo que ese Despacho recibió, proveniente de la Fiscalía 10 Local de Pereira la carpeta de la investigación, ante el fallecimiento del joven Carlos Mario Rojas Loaiza, pues el asunto ya versaba no sobre unas lesiones culposas sino un homicidio culposo; y, en todo, caso, al revisar la carpeta recibida, no se encontró ningún tipo de oficio dirigido al Instituto de movilidad para que trasladaran la motocicleta a los patios de la Fiscalía. 
4.  La Dra. Paula Andrea Ríos Moncada, Fiscal 10 Local de Pereira señaló que no cuenta con la carpeta del caso para verificar si se envió o no algún oficio a las autoridades de tránsito o a algún patio para que el rodante reclamado fuera trasladado a los patios de la Fiscalía.  

5.  El Instituto de Movilidad de Pereira, en un oficio signado por varios funcionarios, Ramiro Cardona Suarez, Profesional Universitario; Jorge Hernando Barreto Hernández, Subdirector General de Registros y Procedimientos Administrativos y Sancionatorios; María Fernanda Jiménez Reyes, Jefe Oficina Asesora Jurídica y Sergio Alexander Trejos García, Director General, en ese memorial sostuvieron que no les consta  todas las actividades que ha realizado el accionante para que diferentes autoridades emitan orden de salida sin el pago del servicio de parqueadero, pues él no se ha hecho presente con la orden de salida de la autoridad competente para ser tramitada.
Sostuvo que el cobro por concepto de parqueaderos y grúas obedece a la tarifa establecida mediante la Resolución No. 000041 del 13 de enero de 2021, emitida por el Instituto de Movilidad de Pereira: “Por medio de la cual se fijan las tarifas para el servicio de parqueadero y grúas de vehículos inmovilizados por las autoridades de tránsito, en parqueaderos oficiales y parqueaderos autorizados por el Instituto de Movilidad de Pereira, para la vigencia 2021”, en consonancia con el artículo 127 de la ley 769 de 2002 y el manual de procedimientos del Instituto de Movilidad de Pereira.

Además, dijo que en esa entidad no reposa ninguna instrucción u orden por parte de la Fiscalía para que los vehículos inmovilizados sean trasladados a patios diferentes los oficiales de tránsito.

Por otro lado, refirió que el parágrafo 2° del artículo 127 de la Ley 769 de 2002, dispone que los Municipios contratarán con terceros la operación de los parqueaderos y grúas, y que las tarifas por dichos servicios serán las que determine la autoridad de tránsito local; así, explicó que, a la fecha del accidente, el Instituto de Movilidad de Pereira tenía suscrito contrato No. 42-2010 con la Unión Temporal Inversiones Grúas del Café S.A, precisamente para cumplir con ese objetivo; luego, la solicitud de no pago de patios y grúa debería ser dirigida al parqueadero, en donde se encargan del cobro por el servicio prestado; entonces, que el Instituto de Movilidad solo tiene a su cargo adelantar los trámites de expedición de la orden de salida.

6. El señor Carlos Mario Rojas Acevedo se pronunció frente al requerimiento que le hiciera el Despacho, remitiéndose a las explicaciones dada por su apoderada en las audiencias celebradas ante los Juzgados de Control de Garantías: 

“… La Fiscalía en la respuesta a el derecho de petición, alega, que la solicitud de la entrega del vehículo hecha por parte del padre del occiso, el señor CARLOS MARIO ROJAS ACEVEDO, se hizo de manera tardía y poco diligente, se dispone incluso a contabilizar los días que se tardó el señor CARLOS MARIO en solicitar el retiro y a especificarlos en la respuesta al derecho de petición, los cuales estipuló como 54 días desde la ocurrencia de los hechos, aduciendo que gracias a esa morosidad en la solicitud, no le podía ser imputado el cargo del pago a la Fiscalía; cita para ello una sentencia en donde la Corte Constitucional alega el asunto de la morosidad para denegar la exoneración de la totalidad del pago (La T-748-2003):

Frente a lo preciso le manifiesto su señoría, que esa sentencia referenciada por la Fiscalía, efectivamente contempla que si el fiscal o el juez ordenan la entrega del vehículo, y el propietario o beneficiario de la orden, bajo su propia responsabilidad, deciden no retirarlo, el cargo de sufragar el costo del servicio de parqueo queda a cargo el propietario, por un actuar negligente, pero entonces hay que hacer una claridad; la morosidad que se enuncia en dicha sentencia, es frente al retiro del vehículo posterior a la emisión de la orden, y no de la morosidad que se pueda presentar en la realización de la solicitud del retiro posterior a los hechos, que es el retardo que la Fiscalía quiere imputarle al padre de la víctima; con el fin de probar lo anterior su señoría, me atrevo a enuncio puntualmente lo que cita la sentencia al respecto.

“Nos basamos en el principio: nadie puede alegar su propia culpa, pues en el asunto sub judice, el automotor sólo estuvo inmovilizado, por decisión de la autoridad judicial, por espacio de seis (6) días y los restantes cuatro años, bajo la absoluta responsabilidad del peticionario”

De lo anterior hago entonces la siguiente precisión,

La sentencia citada por la Fiscalía, no sirve para reclamarle al padre de la víctima, morosidad en solicitar el retiro del vehículo de patios, que fue la precisión que hizo la Fiscalía, diciendo que el señor CARLOS MARIO tardó 54 días en solicitar el retiro, pues esta sentencia versa es sobre la morosidad propiamente del retiro del vehículo, y no de la realización de la solicitud misma. Pero que siendo el caso, si se le quisiera indilgar negligencia al propietario del vehículo en la solicitud, tengo como sustentar que el propietario actuó contrario a esto, es decir, que el actuó de forma diligente, pues considero que la Fiscalía está dejando de lado, la presencia de una tragedia, estamos de frente al dolor de un padre, frente al de toda una familia por la pérdida de un hijo que apenas empezaba a vivir.

Su señoría, el accidente ocurrió el 10 de junio del 2020 y la victima directa, CARLOS MARIO ROJAS LOAIZA, fallece el 27 de junio, después de permanecer 17 días en la unidad de cuidados intensivos; por eso no sé su señoría, como se puede esperar, que una familia que afronta tal situación, como la es, el ver a un hijo de 18 años debatirse entre la vida y la muerte, padecer en una cama de hospital, y no suficiente con ello, tener con posterioridad que enterrarlo, pedirles que se ocupen si quiera pensar en tener que solicitarle al Fiscal que la moto sea liberada, considero pues, que es un acto inhumano, que falta con gravedad al sentir sustancial del ejercicio del derecho.

Por otro lado, quiero también dejar claridad su señoría, que apenas hasta el 29 de julio de 2020, es decir un mes después del fallecimiento del joven, que les es asignado a la familia del occiso, un representante de víctimas, además estudiante del Consultorio Jurídico, porque estos no cuentan con los recursos para cubrir un abogado de confianza que los asesora sobre el tema, lo que implica, que solo hasta la fecha en la que yo asumo la representación, ellos logran tener cierta claridad de los actos a seguir para retirar el vehículo, por ello la solicitud del retiro asesorada por mí, se hizo el 3 de agosto del año en curso, es decir desde mi asignación como representante, solo se tomaron 2 días hábiles para hacer la solicitud de retiro del vehículo a la Fiscalía. ¿Entonces vale la pena preguntase donde queda la supuesta morosidad que alega la Fiscalía?”.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si por parte de alguna de las autoridades o entidades vinculadas al presente asunto, se han desconocido los derechos fundamentales invocados por el señor Carlos Mario Rojas Acevedo.
3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección, como el de la acción constitucional de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, la cual ha sido estatuida como el mecanismo judicial idóneo para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.
Sobre la inmovilización de los vehículos implicados en accidentes de tránsito: 
El artículo 250 de la Constitución Política de Colombia le impone a la Fiscalía General de la Nación el deber de propender por los derechos de las víctimas. Es con ocasión del cumplimiento de tal deber de rango Constitucional, que el Código Penal y el de Procedimiento Penal, contemplan ambas en el artículo 100, ciertas medidas especiales para aquellos eventos en que ocurre un accidente de tránsito y con ocasión del mismo resultan personas lesionadas o que pierden la vida, y es necesario determinar sobre quién recaería una eventual responsabilidad de naturaleza delictual, caso en el cual el vehículo se pone en principio a disposición del ente acusador, quien establecerá si se cumplen los requisitos para la entrega provisional del mismo hasta tanto se culmine la respectiva investigación, o se garantice de alguna otra manera la indemnización o reparación del afectado, así como también está facultado para ordenar su entrega definitiva cuando no lo considere como útil o necesario dentro del proceso investigativo. 
De lo anterior, se puede inferir que la posibilidad de mantener en vigencia o perpetuar la inmovilización de un vehículo involucrado en un siniestro de tránsito con lesionados o víctimas mortales, es en últimas una facultad de la cual goza la Fiscalía General de la Nación, representada en una medida cautelar para garantizar a futuro el resarcimiento del afectado con el suceso, no resulta pues de la voluntad del investigado ni mucho menos de la víctima, ya que tampoco se les confiere a estos la potestad de tomar una decisión distinta en lo que a ello respecta, de manera que en ningún momento llega a configurarse algún tipo de un contrato mediante el cual las partes involucradas se obliguen al pago de algún emolumento relacionado con la inmovilización, pago de grúas o parqueaderos (entiéndase en estos casos puntuales como patios), pues podemos confundir este tipo de acontecimientos con los que hacen referencia a la inmovilización de vehículos por motivo de infracciones a las normas de tránsito, téngase en cuenta que la Ley 769 de 2002 “por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones” indica en su artículo 125 que: 
“La inmovilización en los casos a que se refiere este código, consiste en suspender temporalmente la circulación del vehículo por las vías públicas o privadas abiertas al público. Para tal efecto, el vehículo será conducido a parqueaderos autorizados que determine la autoridad competente, hasta que se subsane o cese la causa que le dio origen, a menos que sea subsanable en el sitio que se detectó la infracción.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)

Pero, la regulación de esa disposición está consagrada más adelante en el artículo 128, modificado por la Ley 1730 de 2014, que expone de forma clara en su inciso 9º que: 
“El anterior procedimiento no será aplicado a los vehículos que hayan sido inmovilizados por orden judicial, los cuales seguirán el procedimiento señalado por la ley, caso en el cual la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero.” (Negrillas y subrayas por fuera del texto original) 
Estando claro lo anterior, podemos afirmar que el caso del señor Carlos Mario Rojas Acevedo no se sitúa dentro de esos escenarios de infracción a las normas de tránsito en que el transgresor, además de someterse a las sanciones establecidas en la ley, debería asumir otro tipo de gastos derivados de esas situaciones, como pago de grúas y parqueaderos. Por el contrario, estamos ante un evento en que si bien no existe orden previa de inmovilización por parte de autoridad judicial, sí involucra un asunto de esa índole, por cuanto no tiene otro fin que el de poner los vehículos involucrados a disposición de las autoridades competentes de adelantar las investigaciones penales del caso, si es que se encuentran motivos fundados.  
De igual manera, podemos predicar que el rodante del cual es propietario el accionante, mismo que el día de los hechos conducía su hijo, hoy fallecido, y que fue retenido por las autoridades de tránsito, no podría ser considerado como un bien susceptible de comiso, como aquellos a los que hace alusión el artículo 100 del Código Penal y así mismo el Código de Procedimiento Penal; recordemos que el señor Carlos Mario Rojas Acevedo presentó ante la Fiscalía 1° Seccional de Pereira una solicitud de entrega de ese vehículo en calidad de víctima indirecta, total que las partes, según se extrae de lo explicado por el Ente Acusador, se encuentran ya delimitadas, en tanto que al señor Rojas Acevedo inclusive se le designó oficiosamente una representante de víctimas para que le asesorara y acompañara en el devenir de la actuación penal bajo esa calidad, además, como se pudo corroborar, la entrega del velocípedo fue ordenada de manera definitiva por parte de la Fiscalía, lo que permite inferir con meridiana claridad que el rodante no será requerido en el futuro dentro del proceso, al no constituir una garantía para ninguna de las partes, mientras que al otro ciudadano involucrado en el accidente, a instancias de un Juzgado con funciones de Control de Garantías se le autorizó la entrega del rodante que a él le correspondía de manera provisional. 
Lo anterior, a su vez, nos permite aseverar que la norma de aplicación resulta ser, para esos fines, el artículo 88 del Código de Procedimiento Penal, en la medida en que se hace alusión a un bien que, insistimos, no sería susceptible de comiso y que, por regla general, debería ser entregado oficiosamente por parte del órgano investigador una vez constate que no se habrá de requerir a futuro, y cuando se hayan adelantado las experticias de conservación de la cadena de custodia: 
“ARTÍCULO 88. DEVOLUCIÓN DE BIENES. antes de formularse la acusación, y en un término que no puede exceder de seis meses, serán devueltos los bienes y recursos incautados u ocupados a quien tenga derecho a recibirlos cuando no sean necesarios para la indagación o investigación, o se determine que no se encuentran en una circunstancia en la cual procede su comiso …”.
En ese sentido, consideramos que yerra la Fiscalía al hacer uso de los lineamientos consignados en el artículo 99 del Código de Procedimiento Penal, el cual hace alusión a la restitución que se le hace a las personas que fungen como víctimas de los bienes objeto del delito que hubieren sido recuperados, lo que no sucede en el caso que nos ocupa, en el que evidentemente no podemos hablar de una motocicleta que hubiera sido rescatada o recuperada como lo dice la norma (jamás estuvo extraviada), sino que fue oficialmente incautada e inmovilizada para ser puesta a disposición de la Fiscalía para unos fines específicos (conservación de cadena de custodia, extracción de elementos de prueba, entre otros), los que, al haber sido definidos y agotados, implicaban que ya no fuera de utilidad en el proceso y que, bien, de manera oficiosa, pudo ser devuelta a su propietario, y es que tampoco podríamos válidamente decir que esa es una información ajena a la Fiscalía General de la Nación, la que desde la recepción de la noticia criminal cuenta con unos elementos mínimos y también está facultada para obtener información relacionada con los propietarios de los rodantes a través de indagación con las oficinas de tránsito. 
De igual manera, la Sala debe acotar que sí se consideran válidas las explicaciones presentadas por el accionante para justificar la supuesta mora que le endilga la Fiscalía para presentar la reclamación para la entrega de su vehículo; y es que no podemos de manera impía y desconsiderada perder de vista que él vivió una tragedia en la que su hijo, de tan solo 18 años de edad, perdió la vida como consecuencia del accidente de tránsito que dio origen a la noticia criminal que ya hemos referido, y que desde la fecha de ocurrencia de los hechos transcurrieron 17 días en que el joven estuvo debatiéndose entre la vida y la muerte en un centro hospitalario, situación que sin duda alguna, por nuestra naturaleza emocional y humana, le resta importancia a cualquier otro tipo de problema; además, no podemos soslayadamente presumir que cualquier persona en la comunidad conoce a ciencia cierta lo que debe hacer para la recuperación de una motocicleta que no depositó voluntariamente en unos patios o parqueaderos sino que le fue retenida en un hecho catastrófico, en este caso a su hijo; y es que aquí no hay constancia que demuestre si alguna autoridad le explicó al accionante lo que debía hacer para reclamar la moto, lo que justifica el hecho de que solo hasta el momento en que se le designó una representante de víctimas, que sí es conocedora de normas, adelantara los trámites necesarios para ello.    
A partir de lo anterior, la Sala considera que una vez el rodante del señor Carlos Mario fue puesto a disposición de la Fiscalía General de la Nación, con ello automáticamente se le trasladó el deber de custodia a esta última. Y al respecto, debemos acotar que la H. Corte Constitucional ya se ha pronunciado
 frente a este tema, y ha enseñado a través de su jurisprudencia que los gastos por concepto del servicio de patios y de grúa generados por la inmovilización de un vehículo en los eventos de los que venimos hablando, corresponden durante toda la actuación a la respectiva autoridad judicial: 

“4. Ahora bien, en el evento en que un vehículo es inmovilizado y depositado en un patio, o en un parqueadero, por orden de autoridad competente, ¿quién debe cancelar el valor de los citados servicios?
(…) cuando un automotor es trasladado a un patio, el sujeto titular del bien no presta su consentimiento en la decisión, circunstancia por la cual, es impredicable la existencia de una relación contractual, ya que “condicio sine qua non” de la misma, es la existencia previa de un acuerdo de voluntades.
(…)

Ante la ausencia de relación contractual, es necesario acudir al ordenamiento jurídico para precisar si existe un mandato normativo que imponga la susodicha obligación. Es así como, en materia de investigación, instrucción y en general en el desarrollo de la causa penal, no existe una orden normativa que establezca el gravamen por parte del sindicado de soportar las expensas derivadas de la prestación de la actividad de patios, circunstancia por la cual, aunque es predicable la existencia de un derecho al cobro del servicio prestado, su imputabilidad se predica en relación con quien dispuso la entrega del vehículo, es decir, de la autoridad competente.”
En el mismo sentido lo expresó la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en sede de tutela, en Sentencia STP11138-2015 del 20 de agosto de 2015, sosteniendo la posición consistente en que no debe ser el investigado (o la víctima) quien asuma el pago de ese tipo de servicios, teoría que aplicó en la resolución del caso concreto:   
“En el presente asunto se observa que en la Fiscalía 2ª de Los Patios cursó investigación penal con ocasión del accidente de tránsito en el que se vio comprometido el automóvil de placas URG-727, de propiedad de la aquí accionante, el cual fue retenido por la Policía de Carreteras y dejado luego a disposición de dicha autoridad judicial… 

Lo anterior demuestra que la dueña del automotor no prestó su consentimiento para el traslado al parqueadero denominado COMERCIALIZADORA ANFA LTDA. y, por lo tanto, no existió ningún tipo de contrato que hiciera exigible el cobro de los gastos ocasionados con el cuidado y vigilancia.”
Así mismo, en otro pronunciamiento (Sentencia STP12190-2015 del 10 de septiembre de 2015), dijo esa Alta Corporación que: 

“4. Desde ya ha de señalar la Sala que la sentencia del Tribunal a quo será confirmada, porque es el mismo recurrente quien en el escrito de impugnación hace referencia a lo estatuido en la Ley 1730 de 2014, que en el artículo 1º, inciso 9º, establece que frente a los vehículos inmovilizados por orden judicial, “la autoridad judicial instructora del proceso respectivo tendrá que asumir el costo del servicio de parqueadero y/o grúa prestado hasta el día que el vehículo sea retirado del parqueadero”.

5. Precisión que sirve para señalar que le corresponde no solo asumir los costos por parqueo del vehículo inmovilizado sino el rubro por concepto de “grúa”, habida cuenta que ello hace parte del proceso de preservación del automotor durante su traslado hasta las instalaciones de custodio.

6. Además, no puede desconocerse que demostrado está que la situación que involucró la inmovilización preventiva del vehículo de placa CFB - 085 no fue considerada una infracción de tránsito, como se quiere hacer ver, sino producto de un hecho que actualmente se investiga por el presunto delito de lesiones personales culposas, situación que no es desconocida por el Subdirector Seccional de Apoyo a la Gestión - Cali de la Fiscalía General de la Nación”.
De igual manera, en un pronunciamiento más reciente, la Sala de Decisión de Tutelas No.3 de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Magistrado Jaime Humberto Moreno Acero, dentro de la acción de tutela STP15698-2019, Radicación N°. 107757, del 18 de noviembre de 2019 sostuvo que: 

“… de acuerdo a lo establecido en la jurisprudencia constitucional (CC T-1000/01 y T-748/03), cuando al interior de un proceso penal son detenidos automotores, la autoridad judicial que los tiene a su disposición debe sufragar los gastos de parqueadero de los mismos.

Esto, por cuanto, en las causas penales los vehículos son depositados en patios sin mediar la voluntad de su dueño, asumiendo la autoridad competente todas las obligaciones y responsabilidades por su vigilancia y cuidado, y requiriendo para su entrega, la orden de autoridad mediante la cual se subsane la causa que dio origen a su inmovilización (CC T-1000/01).

Pese a ello, la misma ha precisado que esa carga la asume dicha autoridad sólo hasta cuando permanezca bajo su disposición el bien aprehendido, pues luego de levantada la medida y autorizada la entrega a su propietario, cesa la obligación de la Fiscalía o de los jueces de cubrir esos gastos, debido a que de allí en adelante es responsabilidad del propietario el retiro de los patios. (Cfr. CC T-748/03).

Igualmente, destaca que cuando un parqueadero presta el servicio de patio, es decir, recibe automotores retenidos por orden judicial competente, hasta el momento en el cual se levante la decisión que dio origen a la inmovilización no existe una relación contractual que permita el cobro de las expensas de cuidado y vigilancia.

Por tanto, aunque es predicable la existencia de un derecho al cobro del servicio prestado, su imputabilidad se predica en relación con quien dispuso la entrega del vehículo, esto es, de la autoridad competente, y no del usuario de la justicia. 

En adición, afirma que no le es dable a ningún parqueadero omitir el cumplimiento de un mandamiento judicial en el cual se ordene la entrega incondicional de un automotor, por estimar que tiene derecho a retenerlo por la omisión en el pago. Con ello, se sustrae de la ejecución de una orden imperativa, incumpliendo sin justa causa una resolución judicial (Cfr. CC T-1000/01).

(…)
En principio, un vehículo retenido debe ser conducido a un patio, sin embargo, puede ocurrir que en materia de tránsito y no en el desarrollo de las causas penales, el particular decida que a su costo, tenga lugar la inmovilización en un parqueadero o taller independiente, evento en el cual, surge un contrato de depósito (artículo 2236 del Código Civil en armonía con el 1170 del Código de Comercio), que obliga al sujeto a cumplir cabalmente todas las obligaciones que se suscitan de la citada relación personal, entre ellas, las expensas derivadas del cuidado y conservación del bien.

La citada opción, no tiene ocurrencia en materia penal, ya que la finalidad de la adopción de la medida consiste en mantener inalterable el objeto material de la conducta punible, circunstancia que limita la voluntad del titular por el principio de conservación de la prueba. (Negrilla propia)

Motivo anterior que lleva a afirmar, una vez inmovilizada la motocicleta de placas GXD-84E, posterior a la ocurrencia de un accidente de tránsito por el que se inició la actuación penal por el ilícito de lesiones personales culposas; no hay lugar a exigirle a su propietario el pago de dineros por cuenta del servicio de parqueadero, luego de autorizada su entrega provisional. Esto, debido a que los dineros adeudados por tal prestación, deben ser sufragados por la autoridad judicial que tenía el bien a su disposición.

Como consecuencia, para que se lleve a cabo la entrega del bien en mención a José de Jesús Castañeda Fraile, por parte del parqueadero Unión Temporal Circulemos Chía, basta con que presente la comunicación donde la Fiscalía Primera Local de Chía decreta la misma, pues ésta se dispuso sin condicionamiento alguno.” 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para concluir que le asiste razón al actor en las manifestaciones realizadas en su líbelo petitorio y que contamos con motivos fundados para acceder a la solicitud de amparo deprecada, porque resulta claro que él no está en la obligación de incurrir en ningún tipo de gasto por concepto de parqueadero, y que en efecto se vislumbra un entorpecimiento en el trámite de entrega del rodante a lo que debe agregarse que esto ya constituye una línea de pensamiento de esta Sala de Decisión, que en sede de primera y segunda instancias, ha amparado el derecho fundamental al debido proceso en asuntos similares al que ahora nos ocupa, Vrg. la Sentencia proferida en las calendas del 23 de octubre de 2017, aprobada mediante acta Nro. 1127, dentro del radicado 66001-22-04-000-2017-00220-00, con ponencia de quien ahora ejerce igual labor, así como en más reciente pronunciamiento, aprobado por la Sala mediante acta No. 695 del 17 de septiembre 2020, dentro del radicado 666823104001 2020 00124 01.
No obstante, la Sala estima pertinente aclarar que los trámites administrativos relacionados con el pago de los gastos ocasionados hasta el momento de la entrega, deberán ser resueltos de manera conjunta entre la Fiscalía General de la Nación y el Organismo de Tránsito de Pereira, quienes en un escenario diferente deberán establecer las razones por las que el vehículo se trasladó a un parqueadero diverso al oficial de la Fiscalía General de la Nación o de la autoridad de tránsito, lo que ninguna supo explicar en este caso, pues se evidencia una concurrencia de responsabilidades NO cumplidas; en principio, no hay constancia que refleje si la autoridad de Tránsito verificó la disponibilidad de cupos de los Patios Únicos de la Fiscalía antes de tomar la decisión de llevarlo a un establecimiento privado, sin embargo, no podemos desconocer que el asunto estuvo en conocimiento de la Fiscalía desde el 11 de junio de 2020, quien tampoco hizo ningún tipo de gestión para autorizar el ingreso del rodante a los patios de esa entidad, ni requirió que ese bien fuera materialmente puesto a su disposición.
Como anotación final, hemos de decir que si bien el planteamiento del problema jurídico en este caso pudo abordarse desde el enfoque de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, en virtud del debate suscitado al interior de los Despachos que en primera y segunda instancia fungieron como jueces de Control de Garantías, para la Sala ese debate resultaba innecesario, toda vez que se partía de la base que había un hecho cierto e irrefutable y es que el accionante no está obligado a pagar los gastos por concepto de grúas y patios de su vehículo, y que el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira tampoco es que haya referido que al accionante no le asistía la razón en sus dichos, sino que no era esa la vía para presentar sus reclamos, lo que eventualmente de cierto modo puede tenerse como cierto, si en cuenta tenemos que el debate presentado en ese escenario no estaba enfocado en lograr en sí la devolución de un vehículo, porque esto ya había sido ordenado por la Fiscalía previamente, sino sí había o no lugar a conseguir una exoneración en el pago de los emolumentos derivados de los servicios de grúa y parqueadero, lo que variaba o alteraba ese tipo de coyuntura o problema jurídico que en principio le otorgaba la competencia para resolver. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del señor CARLOS MARIO ROJAS ACEVEDO, de conformidad con los motivos expuestos en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, SE ORDENA a la FISCALÍA 1ª SECCIONAL DE PEREIRA que dentro de las cinco (05) días siguientes a la notificación de la presente decisión, le comunique al Director del INSTITUTO DE MOVILIDAD DE PEREIRA y al representante legal de la UNIÓN TEMPORAL INVERSIONES GRÚAS DEL CAFÉ S.A, la orden de entrega definitiva de la motocicleta de propiedad del accionante, y una vez se surta dicha comunicación, el parqueadero deberá disponer la entrega inmediata de la misma, sin exigirle para ello ningún requisito diferente a la presentación de los documentos que acrediten la identidad del reclamante y/o la propiedad sobre aquel rodante.

TERCERO: Advertir que los trámites administrativos relacionados con el pago de los gastos ocasionados hasta el momento de la entrega, deberán ser resueltos de manera conjunta entre el mencionado establecimiento, la Fiscalía General de la Nación – Subdirección Regional de Apoyo Eje Cafetero de la Fiscalía General de la Nación y el Organismo de Tránsito de Pereira.

CUARTO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y en caso de no ser objeto de recurso, SE DISPONE el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Sentencias T-1000 de 2001 y T 748 de 2003 (entre otras) 
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